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1.  Derecho Aduanero: Concepto

Por Derecho Aduanero entendemos un conjunto de normas jurídicas dictadas con la 
finalidad de regular la entrada y salida de mercaderías del ámbito territorial del Estado 
de que se trate.

La razón de ser del Derecho Aduanero estriba en la imperiosa necesidad que tienen 
todos los Estados de conocer todas las mercaderías que pretenden ingresar o egresar 
del territorio nacional y, en su caso, permitir, condicionar o denegar su entrada y salida.

Tales restricciones se fundan en que los Estados están obligados a preservar el bien 
común de su población.

Esa finalidad implica, entre otras tareas, funciones o misiones, la de evitar la entrada 
de objetos que resulten nocivos para la población, ya sea que afecten la moral y salud 
públicas, la sanidad animal y vegetal, el medio ambiente, etc., o por razones de orden 
o seguridad pública.

También debe evitarse la salida de objetos cuando ellos constituyan parte del acervo 
arqueológico o cultural de la Nación o cuando su exportación ponga en peligro el 
abastecimiento de productos esenciales para la alimentación o por constituir insumos 
o materias primas indispensables para la industria nacional.

Para ello en los Estados se sanciona un conjunto de normas jurídicas que les permiten 
ejercer el control sobre dicho tráfico. Este sistema jurídico es el que denominamos 
Derecho Aduanero.

Nos plantearemos a continuación tres temas que están estrechamente relacionados 
entre sí. Primero determinar donde se conformó por primera vez un sistema jurídico que, 
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atendiendo a su objeto, mereciera denominarse Derecho Aduanero, constituyendo 
así una nueva rama jurídica. Además, dilucidar si este sistema posee autonomía 

jurídica y cuáles son los principios que lo rigen.    

2.  La conformación del derecho aduanero como disciplina 

jurídica	

Es en Francia donde hallamos las primeras manifestaciones que llevaron a un 
ordenamiento sistemático de las normas que hoy en día calificamos como “Derecho 
Aduanero”.1

Ello tuvo lugar en el Siglo XVII, cuando Francia se fue consolidando como “Estado-
Nación”.

Ya durante el reino de Enrique IV, bajo la iniciativa de su ministro de finanzas Sully, se 
dictó el 31 de mayo de 1607 el Reglamento General sobre los derechos aduaneros 
(traites). Este reglamento procuró ordenar las disposiciones relativas al pago de 
estos tributos, cuya percepción estaba encomendada entonces a los Cinco Grandes 
Arrendamientos (Cinq Grosses Fermes).

Pero es en el reino de Luis XIV cuando puede encontrarse una manifestación jurídica 
indudable que merece ser calificada de una verdadera codificación de la materia 
aduanera. En febrero de 1687, bajo el impulso del ministro Jean-Baptiste Colbert,  
se dictó una Ordenanza aduanera, en la que en catorce títulos, que abarcan 162 
artículos, se aborda la materia aduanera en forma sistemática y completa.

Por eso esta Ordenanza fue considerada por la doctrina como el primer código de 
aduanas de Francia.2

Producida la Revolución francesa en 1789, la Asamblea constituyente sancionó por 
ley del 22 de agosto de 1791 el “Código de las Aduanas” (“Code des Douanes”). 
Este código recepta básicamente las disposiciones de la famosa ordenanza.

Tanto en la Ordenanza de 1687 como en el Código de Aduanas de 1791 el Derecho 
Aduanero como disciplina jurídica alcanza la que denominamos una “autonomía 
legislativa”. Ha nacido así la rama jurídica denominada “Derecho Aduanero”.
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3.  La  autonomía  del derecho aduanero

En el mundo moderno, tanto los órdenes jurídicos nacionales como el internacional, 
se nos presentan integrados con una gran cantidad y variedad de normas.

En atención a esta realidad compleja, para facilitar su estudio, enseñanza y aplicación, 
se han clasificado a las normas que integran los órdenes jurídicos en diferentes 
sectores o “ramas jurídicas”, atendiendo a la materia objeto de regulación específica.

En el Derecho romano, podíamos distinguir un árbol con dos grandes ramas, el 
Derecho público y el Derecho privado.

Con el paso del tiempo, las ramas que surgen de ese árbol o tronco común se han 
ido ampliando.

Las ramas se diferencian entre sí por regular asuntos, materias u objetos distintos.

Hablar de “ramas jurídicas” presupone un doble reconocimiento: por una parte, la 
especialidad o el particularismo de ciertas normas, que justifican su distinción y 
consideración por separado y, por otra, la existencia de un tronco común, del cual 
todas ellas son dependientes.

En efecto, con relación a las distintas ramas jurídicas se predica su “autonomía”, 
aunque en un sentido relativo, pues no se reniega del tronco común ni del hecho de 
pertenecer todas las normas jurídicas a un orden jurídico único (uno universo iure) 3, 
el orden jurídico nacional.

Hay autores que para evitar malentendidos prefieren hablar de “particularismo”. 4 Nosotros 
pensamos que, con el alcance indicado, el empleo de la expresión “autonomía” no 
debiera acarrear dificultades. Por otra parte, ella tiene notorio arraigo en la doctrina. 5

En la doctrina, lamentablemente, no se emplea la expresión “autonomía” en forma 
unívoca y es así que gran parte de las dificultades o divergencias se originan en 
el hecho de no precisarse a qué clase de autonomía se está haciendo referencia. 
Resulta claro que la misma adquiere significados distintos según el calificativo que 
se le agregue. Podemos diferenciar, como lo hacen otros autores 6, varias clases de 
autonomía: “científica”, “jurídica”, “legislativa”, “jurisdiccional” y “didáctica”.



Autoridad de Impugnación Tributaria

| 78 |

Plantear el problema de la “autonomía científica” implica determinar si un conjunto 
de normas se encuentra suficientemente diferenciado del resto del ordenamiento en 
función de la regulación de un objeto propio que se traduce en un léxico, conceptos, 
institutos, instituciones y principios específicos, de forma tal que constituya un ámbito 
normativo que justifique su estudio por separado. En caso afirmativo, habremos 
hallado una materia especial de investigación.

Estaremos en presencia de una “autonomía jurídica” cuando, dentro de un orden 
jurídico dado, podamos diferenciar un sistema de normas, es decir, un conjunto 
orgánico de normas que responda a la regulación de un objeto determinado y del 
cual puedan inducirse principios propios.

La “autonomía legislativa” constituye, por lo general, una respuesta del legislador 
frente a la existencia de una autonomía jurídica 7, cuando decide incluir en un cuerpo 
común -v.gr., un código, una ordenanza o una ley general- al conjunto de normas que 
conforman el sistema.

La “autonomía jurisdiccional” importa la creación de un fuero o de tribunales 
especializados para conocer en los conflictos originados en la aplicación de un 
conjunto de normas, que regula cierta materia o cierto tipo de relaciones jurídicas.

La “autonomía didáctica” -también denominada docente o de cátedra- alude a la 
existencia de una enseñanza por separado de la materia de que se trata. Esta situación 
se manifiesta en la Universidad con la inclusión de la materia en los programas 
de estudios y una especialización en la docencia, que puede manifestarse en la 
conformación de distintas cátedras.

Si observamos los ordenamientos jurídicos latinoamericanos, advertimos de 
inmediato que el Derecho Aduanero ha sido objeto de una legislación diferenciada, 
ya sea que se trate de códigos, leyes generales u ordenanzas.

En México, la Ley Aduanera de 1995 (modificada por DL del 9/12/2013).

En Centroamérica, como consecuencia del Tratado General de Integración Económica 
Centroamericana, suscripto el 13/12/1960, se aprobó el Código Aduanero Uniforme 
Centroamericano (CAUCA), seguido por un CAUCA II en 1993, un CAUCA III en 
1997 y un CAUCA IV en 2006 -este último no concitó general adhesión-. 

También en Centroamérica, cabe mencionar: en Costa Rica, la Ley General 
de Aduanas 7557 del 13/10/1995, modificada en 2012; en El Salvador, la Ley 
Aduanera de 1931; en Guatemala, la Ley Aduanera Nacional de 2012; en Panamá, 
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el decreto - Ley 1 del 13/2/2008; y en la República Dominicana, la Ley 3489 para 
el Régimen de las Aduanas del 14/2/1953. 

En América del Sud, en la Argentina, el Código Aduanero de 1981; en Bolivia, la 
Ley General de Aduanas del 28/7/1999; en Brasil, el decreto 6759 del 5/2/2009, que 
Regulamenta a administração das atividades aduaneiras, e a fiscalização, o controle 
e a tributação das operações de comércio exterior; en Colombia, el Estatuto Aduanero 
-decreto 390 de 2016-; en Chile, la Ordenanza de Aduanas de 1953 (decreto con 
fuerza de ley 213; actualmente texto refundido por decreto con fuerza de ley 30 de 
2004); en Ecuador, Ley Orgánica de Aduanas del 17/12/2003, ahora incorporada al 
Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010; en Paraguay, 
el Código Aduanero aprobado por ley 2422 del 5/7/2004; en Perú, la Ley General de 
Aduanas de 2008; en Uruguay, el Código Aduanero de 2014; y en Venezuela, la Ley 
Orgánica de Aduanas del 25/5/1999. 

Por otra parte, en Europa, cabe recordar el Código Aduanero de la Unión Europea 
(Reglamento UE 952 del Parlamento Europeo y del Consejo del 9 de octubre de 
2013), que se aplica en veintiséis Estados.

Se advierte que todos estos ordenamientos aduaneros, a pesar de las reformas 
introducidas a través del tiempo, permanecen separados de la legislación que rige 
la tributación interna.

En consecuencia, se comprueba que en todos estos países se ha reconocido la 

necesidad de otorgarle a esta materia autonomía legislativa.

4.  Los principios generales del derecho 

A los fines de este trabajo, enunciamos como principios generales 8 -en forma amplia- 
ciertas normas jurídicas con pretensión de generalidad, que establecen el fin a ser 
alcanzado, las que deben desarrollarse o concretarse mediante otras normas.

Giorgio Del Vecchio enseña que “...es carácter propio de los principios jurídicos el 
señalar tan solo las directrices fundamentales” 9. A su vez, Genaro R. Carrió nos dice 
que “Los principios no exigen un comportamiento específico. Establecen una meta 
por alcanzar” 10.

A nivel internacional, cabe tener presente que el Estatuto de la Corte Internacional 
de Justicia, Anexo a la Carta de la Organización de las Naciones Unidas (adoptado 
el 26 de junio de 1945), en el art. 38 establece que:  “1. La Corte, cuya función es 
decidir conforme al derecho internacional las controversias que le sean sometidas, 
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deberá aplicar:... c) los principios generales de derecho reconocidos por las naciones 
civilizadas”. 

Por otra parte, en el ámbito de la Organización Mundial del Comercio (OMC), en la 
jurisprudencia resultante de la aplicación del Entendimiento relativo a las normas y 
procedimientos por los que se rige la solución de diferencias, se suelen mencionar 
los siguientes principios: a) buena fe, b) abuso de derecho, c) pacta sunt servanda, d) 
stoppel (necesidad de congruencia) e) aquiescencia, f) irretroactividad, g) equidad, 
h) efecto útil, i) in dubio mitius, j) res judicata, y k) proporcionalidad 11.   

Antes de abordar el tema de los principios generales del Derecho Aduanero, es 
necesario tener en cuenta que siendo el Derecho Aduanero una de las ramas 
jurídicas que integran el orden jurídico que corresponde a un Estado dado, se halla 
sujeto a los principios generales del Derecho que rigen en el mismo y que resultan 
aplicables a la materia aduanera. 

En primer lugar, cabe señalar a aquellos establecidos o reconocidos en las 
constituciones políticas que se refieren o resultan aplicables a la materia aduanera. 

En la Constitución Nacional de la República Argentina, pueden mencionarse 
especialmente: 

•	 Principio de legalidad: establecimiento de los derechos aduaneros como 
atribución del Congreso Nacional (arts. 4º, 17 y 75, inc.1º).

•	 Principio que prescribe que todas las aduanas son nacionales -no hay aduanas 
provinciales- (arts. 9º y 126).

•	 Principio de igualdad ante la ley (art. 16).

•	 Principio del debido proceso ante los jueces naturales (art. 18). 

•	 Principio de uniformidad de los derechos aduaneros en todas las fronteras de la 
Nación (art. 75, inc. 1º).

•	 Principio de libertad para comerciar (art. 14) 

•	 Principio de la libre navegación de los ríos interiores, art. 26).
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•	 Principio que obliga al gobierno a afianzar sus relaciones de comercio con 
Estados extranjeros (art. 27)

•	 En la Constitución Política de la República de Bolivia del 2009, pueden 
mencionarse especialmente: 

•	 Principio de irretroactividad de las leyes (art. 123).

•	 Principio de la legalidad: establecimiento de los tributos por la Asamblea 
Legislativa Plurinacional (art. 158, I).

•	 Principios de protección para la producción boliviana y de fomento a las 
exportaciones con valor agregado (art. 255, II).

•	 Principios de preservación y desarrollo de zonas fronterizas (art. 261).

•	 Principio que establece como competencia privativa del nivel Central del Estado 
el régimen aduanero (art. 298).

•	 Principio de fortalecimiento de la capacidad exportadora boliviana (art. 318)  

•	 Principios de igualdad, proporcionalidad y transparencia aplicables en la política 
fiscal (art. 323, I).

•	 Principio de penalización del contrabando (art. 325). 

Todos estos principios constitucionales que mencionamos a título ilustrativo y sin 
pretender ser exhaustivos, resultan de aplicación a la materia aduanera de los países 
involucrados.

5.  Los principios generales del derecho aduanero

Resulta necesario precisar ahora que cuando nos referimos a los principios generales 
del Derecho Aduanero, aludimos a los principios propios del Derecho Aduanero, es 
decir aquellos que hacen a su esencia. No hacemos referencia entonces aquí a 
otros principios generales del Derecho que resultan aplicables al Derecho Aduanero, 
en tanto este forma parte de un orden jurídico determinado y, por lo tanto, le son 
aplicables sin duda los principios constitucionales atinentes a la materia, a los que ya 
hemos mencionado (v.gr., legalidad, igualdad, etc.). Tampoco nos ocupamos aquí de 
aquellos otros principios que responden a una concepción doctrinaria determinada, 
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y que han logrado plasmarse en tratados, como es el caso del GATT (primero en 
1947 y luego en 1994), que trataremos en el punto siguiente. 

Del sistema jurídico tradicional conocido como Derecho aduanero pueden inducirse 
ciertos principios generales que lo rigen.

	 1) Principio que prescribe que todas las mercaderías que ingresan o egresan 
del territorio del Estado sean sometidas a su control.

Este principio puede dar lugar a diversos deberes, según si atañen al Estado como 
tal, a la aduana como organismo administrativo de aplicación, a los transportistas o 
a los importadores y exportadores.

	 a) Estado

Todos los Estados prevén el control sobre todas las mercaderías que pretenden 
ingresar o egresar del territorio sometido a su soberanía, con independencia de 
que se encuentren gravadas con tributos o que les resulten de aplicación otras 
restricciones económicas o no económicas a la importación o a la exportación. 12

El ejercicio de ese control es un deber del Estado, que incumbe a los respectivos 
gobiernos. 13

La violación de este control se halla severamente castigado. Así, el ilícito de 
contrabando consiste en evadir, dificultar o impedir su ejercicio por parte de la 
autoridad administrativa competente (aduana) y es objeto de distintas penas (prisión, 
multa, comiso, inhabilitaciones para importar o exportar, eliminación del registro de 
importadores o exportadores).  

En consecuencia, el deber de los Estados de controlar todas las mercaderías que 
ingresan o egresan de su territorio, constituye un principio esencial del Derecho 
aduanero.

	 b) Aduana 

En cuanto es un sector de la administración pública a la que se le encomienda ese 
control, tiene los siguientes deberes:

•	 Someter a su control a todas las mercaderías que ingresan o egresan del territorio 
del Estado (fuere territorio aduanero o área franca). 14 
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•	 Establecer los lugares habilitados para realizar la importaciones y exportaciones, 
es decir las oficinas de aduana, así como los caminos o vías de arribo hasta 
ellos. 15

•	 Controlar todas las mercaderías que pretenden ingresar o egresar. Tanto a las 
que le son sometidas a control como a aquellas que pretendan hacerlo en forma 
clandestina. 

	 c) Transportistas

	 Tienen los siguientes deberes:

•	 Llevar a bordo de los medios e transporte que conducen la documentación 
donde se indique la totalidad de la mercadería que transportan (v.gr., manifiestos 
de carga, de provisiones de a bordo y de pacotilla).

•	 Ingresar por las vías o caminos indicados, sin desviarse ni demorarse, y 
dirigirse directamente a los lugares habilitados para realizar las operaciones de 
importación y de exportación (aduanas). 16

•	 Someter toda su carga al control aduanero.

•	 Declarar a la aduana el cargamento, las provisiones de a bordo y la pacotilla que 
transportan, mediante la presentación de los manifiestos respectivos. 17

•	 Designar, si se trata de un medio de transporte extranjero, un representante 
solvente (agente de transporte aduanero) para que actúe en plaza en su nombre y 
asuma solidariamente con el transportista la responsabilidad por las deudas con 
la aduana, derivadas de eventuales tributos o de multas, que resulten exigibles 
a los transportistas (v.gr., supuestos de faltantes de mercadería, existencia de 
mercadería oculta a bordo).

•	 En la destinación de tránsito, deben adoptar todas las medidas que aconseja la 
prudencia, según la peligrosidad del camino a recorrer y el valor de la mercadería 
transportada, para resguardar la mercadería extranjera -sin libre circulación- 
que traslada de una aduana de entrada a otra aduana intermedia (interior) o de 
salida, y asegurar su arribo.
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	 d) Importadores y exportadores

	 Tienen los siguientes deberes:

•	 Someter al control aduanero toda la mercadería que pretendan importar o 
exportar. 18

•	 Presentar una declaración previa a la aduana, brindando en forma completa, 
veraz y exacta la información requerida sobre las mercaderías objeto de la 
operación aduanera de que se trate. 19

•	 Abonar antes del libramiento de la mercadería (o, en su caso, garantizar a 
satisfacción de la aduana) los tributos debidos.

	 2) Principio que prescribe que el ingreso o el egreso de las mercaderías al 
o del territorio del Estado se realice exclusivamente por los lugares habilitados para 
ello (es decir los lugares habilitados para realizar las operaciones de importación o 
de exportación: los puertos, aeropuertos, pasos, etc.).

	 3) Principio que prescribe que el ingreso o el egreso de las mercaderías 
al territorio del Estado se realice siguiendo los caminos o las vías autorizadas para 
ello, y que son los que conducen a las aduanas establecidas y competentes para su 
despacho. 20

	 4) Principio que impone a los transportistas que llevan y traen mercaderías 
en su tráfico internacional que tengan a bordo del medio de transporte documentos 
denominados “manifiesto”, que se refieren a la carga, a las provisiones de a bordo 
(“rancho”) y a las pertenencias o efectos personales de la tripulación (“pacotilla”), 
donde se hallen individualizadas todas las mercaderías que transportan.

	 5) Principio que impone a los transportistas cuando arriban al puerto de 
destino declarar las mercaderías que transportan mediante la presentación de los 
manifiestos.

	 6) Principio que impone a los importadores y exportadores efectuar una 
declaración completa y exacta de la mercadería que pretenden importar. 21

	 7) Principio de la inalterabilidad de la declaración efectuada ante la aduana. 22

	 8) Principio que impone a los importadores y exportadores el pago previo, al 



Revis ta  -  Anál is is  Tributario N° III

| 85 |

despacho aduanero solicitado, de los derechos de importación y de exportación que 
gravaren la importación o la exportación de las mercaderías. 23

	 9) Principio que prevé que la fecha de registro regular de la declaración 
efectuada ante la aduana determina el régimen aduanero aplicable a las mercaderías 24.

	 10) Principio que equipara las penas previstas para el delito de contrabando 
configurado con el de su tentativa. 25

	 11) Principio del despacho en confianza, que exige del importador y del 
exportador como contrapartida actuar de buena fe al tiempo de presentar y declarar 
la mercadería, ya que la aduana no puede verificar todas las mercaderías, pues el 
tráfico moderno, por su velocidad y cantidad,  impone a las aduanas efectuar un 
control selectivo. 26

6.  Principios aplicables al derecho aduanero

Como anticipamos, consideramos que deben diferenciarse los principios que hemos 
mencionado -que son propios del Derecho Aduanero, porque hacen a su existencia 
y razón de ser, así como a su objeto y a la función esencial de las aduanas, que es 
el control- de aquellos otros que resultan de aplicación a la materia aduanera como 
consecuencia de lo previsto en ciertos tratados vigentes o en las Constituciones 
políticas de los distintos Estados (principios de orden constitucional).

En el ámbito internacional, el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y el 
Comercio (GATT) 27 impone una serie de obligaciones a sus Miembros con el fin de 
liberalizar y brindar seguridad al comercio internacional. 

Es sabido que el Derecho aduanero constituye un instrumento eficaz y versátil para 
llevar a cabo distintas políticas económicas, tanto aquellas que responden a una 
concepción de un Estado liberal como a uno proteccionista. Así, por ejemplo, el 
arancel puede tener tanto fines de recaudación como de protección de las actividades 
económicas locales.

Después de la Segunda Guerra Mundial se decidió establecer un nuevo orden 
económico basado en la libertad de comercio y en la no discriminación en el 
tratamiento aduanero de las mercaderías, cualquiera fuera su país de origen.

Resulta claro que la elaboración de GATT fue ante todo una reacción al proteccionismo, 
especialmente al instaurado entre las dos guerras. 
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En consecuencia, el GATT, tanto el de 1947 como el de 1994, constituye un sistema 
normativo que procura asegurar la liberalización del comercio internacional, para lo 
cual impone un conjunto de obligaciones a los Miembros. Se reduce de tal forma 
la soberanía de los Estados para regular libremente la materia aduanera mediante 
el establecimiento de diversos principios que favorecen la libre circulación de las 
mercaderías. Así, se dispone la disminución de las barreras aduaneras (se trate de 
los aranceles aduaneros, como de las reglamentaciones comerciales restrictivas) 
y, de tal modo, se  brinda previsibilidad a los protagonistas del tráfico internacional 
(v.gr., los comerciantes). Asimismo, se condena el trato discriminatorio en el comercio 
internacional.

Entre tales principios 28, destacamos el de no discriminación, el de transparencia, el 
que admite al arancel aduanero como único instrumento autorizado para regular el 
comercio exterior, el de la valoración en aduana de las mercaderías según pautas 
objetivas, el que proclama la disminución progresiva de los aranceles aduaneros, el 
de la consolidación de los derechos aduaneros negociados, el que condena recurrir 
a las restricciones económicas directas, el que preconiza la libertad de tránsito 
de las mercaderías y el que veda las medidas unilaterales, como las retorsiones y 
represalias, y requiere la consulta obligatoria entre los Miembros en disputa y provee 
un sistema de solución de controversias en la esfera de la OMC. 

Veamos, a continuación, cómo dichos principios influyen en los Derechos aduaneros 
nacionales: 

1. El principio de no discriminación, desarrollado en los Artículos I y III 
del GATT, presenta dos aspectos. El Art. I exige de cada Estado Miembro 
que otorgue en la aduana un trato igualitario a las mercaderías importadas 
de los demás países Miembros. Se sustenta en la cláusula de la nación 
más favorecida, en virtud de la cual cualquier ventaja, favor, privilegio o 
inmunidad concedido por un Miembro con relación a un producto originario 
de otro Miembro debe ser extendido, en forma inmediata e incondicional, a 
los productos idénticos o similares de los demás Miembros. El Art. III exige 
que se asegure un mismo tratamiento entre las mercaderías nacionales y 
las extranjeras que hubieran sido importadas para consumo. Se expresa 
mediante la cláusula del trato nacional.

Resumiendo, este principio obliga a los Estados Miembros a tratar en forma 
igualitaria a las mercaderías de los demás Miembros al tiempo de ser éstas 
importadas, así como a no establecer distinciones entre las mercaderías 
nacionales y las extranjeras una vez introducidas en forma regular en 
importación para consumo -definitivamente- en su mercado interno.
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2. El principio de transparencia, contemplado especialmente en el Art. X, 
obliga a los Miembros a publicar oficialmente toda la normativa mediante 
la cual regulan el comercio exterior, bajo pena de que, de no hacerlo, esas 
regulaciones y las restricciones impuestas al comercio resultan inoponibles 
a los demás Estados Miembros y a los comerciantes respectivos. De esta 
norma puede inferirse el principio de irretroactividad en la aplicación de las 
restricciones al comercio.

3. El principio que postula el arancel aduanero como el único instrumento 
admitido para regular el comercio internacional –que se infiere a contrario 

sensu del Art. XI-, obliga a los Miembros a utilizar únicamente derechos de 
importación para restringir el tráfico comercial de mercaderías, resultándoles 
vedado establecer restricciones económicas directas. 

4. El principio que prescribe que la valoración en aduana de las mercaderías 
importadas debe efectuarse ateniéndose a su valor real, contemplado en el 
Art. VII del GATT, obliga a los Miembros a determinar la base imponible de 
los derechos de importación ad valorem de conformidad con los métodos 
establecidos en el Acuerdo relativo a la aplicación del Artículo VII del GATT.

5. El principio relativo a la disminución general y progresiva de los derechos 
aduaneros, que emana de los Arts. II, XXV, párrafo 1, y XXVIII bis del GATT 
de 1994, obliga a los Miembros a procurar, en base a reciprocidad y ventajas 
mutuas, reducir el nivel de sus respectivos aranceles aduaneros.

6. El principio de la consolidación de los aranceles aduaneros, que se infiere de 
los Arts. II, párr. 1, y XXVIII del GATT, obliga a los Miembros a no aumentar las 
alícuotas acordadas en las ruedas de negociación multilateral e incorporadas 
en las respectivas listas nacionales.

7. El principio de la condena a las restricciones económicas directas a las 
importaciones, consagrado en el Art. XI del GATT, obliga a los Miembros a 
no establecer restricciones cuantitativas u otras restricciones económicas 
directas (v.gr., cupos, contingentes, licencias de importación), salvo en los 
casos expresamente autorizados. Se trata de una limitación importante a la 
política comercial de los Miembros, que sólo pueden recurrir a las restricciones 
no económicas a la importación o la exportación en casos puntuales o 
excepcionales (v.gr., en el Art. XII para la protección de la balanza de pagos, en 
el Art. XI, párr. 2 a), para preservar el abastecimiento interno, en el Art. XIX por 
aplicación de la cláusula de salvaguardia o en el Art. XXV, párr. 5, mediante la 
concesión de una dispensa).
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8. El principio de la libertad de tránsito entre los territorios de los Miembros, 
consagrado en el Art. V del GATT, obliga a los Estados miembros a no gravar 
con derechos de importación el ingreso y el egreso de las mercaderías y de los 
medios de transporte, siempre que se limiten a atravesar el territorio del Estado 
de que se trate.

9. El principio de la consulta obligatoria entre los Miembros para solucionar 
sus diferendos comerciales, que surge de lo previsto en los Arts. II, párr. 5, 
y XXII del GATT, veda a los Estados imponer represalias y retorsiones en 
los supuestos en que consideren que se menoscaban o no se cumplen las 
concesiones y ventajas que se hubieran  acordado, obligándolos a efectuar 
reclamos directos y, recién en el supuesto de resultar insatisfechos, los habilita 
a solicitar el establecimiento de un grupo de expertos (panel), de conformidad 
con lo previsto en el Entendimiento relativo a las normas y procedimientos por 
los que se rige la solución de controversias, aprobado en la Ronda Uruguay, e 
incorporado como Anexo II del Acuerdo de Marrakech.

Por otra parte, debe tenerse presente que la Organización Mundial del Comercio, en la 
Cuarta Conferencia Ministerial, celebrada en la ciudad de Doha, Emirato de Qatar, del 
9 al 14 de noviembre de 2001, el último día aprobó la Declaración Ministerial de Doha.

Por ella se encomendó, en el párr. 27, al Consejo del Comercio de Mercancías 
examinar y, según proceda, aclarar y mejorar los aspectos pertinentes de los Arts. 
V, VIII y X del GATT de 1994, con el propósito explicitado de “facilitar el comercio”. 
Cabe recordar que este es uno de los temas denominados de “Singapur”, por haber 
sido agendados en el Programa de Trabajo de la primera Conferencia Ministerial de la 
OMC, celebrada en 1996.  

La revisión de los Arts. V, VIII y X del GATT dio origen al Acuerdo sobre Facilitación 
del Comercio, que fuera aprobado en la Conferencia Ministerial de Bali celebrada en 
diciembre de 2013 y cuya entrada en vigor tuvo lugar el  22 de  febrero de 2017.

Del propio Art. VIII, titulado “Derechos y formalidades referentes a la importación y a la 
exportación”, surgen algunas pautas a las que deben sujetarse los Miembros. Así en el, 
párr. 1, apart. a), se prevé que al tiempo de establecer tasas retributivas de servicios, 
deben limitarse al costo aproximado de los servicios prestados. En el apart. c) de 
este párrafo se comprometen a reducir al mínimo la complejidad de las formalidades 
de importación y exportación y de reducir y simplificar los requisitos relativos a los 
documentos exigidos para la importación y la exportación. En el párrafo 3 se dispone 
que no se aplicarán sanciones severas por infracciones leves a los reglamentos o 
formalidades aduaneras (principios de razonabilidad y proporcionalidad). 



Revis ta  -  Anál is is  Tributario N° III

| 89 |

Estas pautas han sido desarrolladas en el Acuerdo de Facilitación del Comercio 
(Decisión Ministerial  del 7 de diciembre de 2013), aprobado en Bali, que entró en 
vigencia el 22 de febrero de 2017 29. Además se establecen en el Acuerdo otra serie 
de directivas a los que deben sujetarse los Miembros de la OMC.       

Con la enumeración de principios que emanan del GATT, que acabamos de analizar, 
y que también resultan aplicables al Derecho Aduanero, además de los principios 
generales aduaneros que hacen a su naturaleza, que hemos visto en el punto anterior, 
y aquellos otros que surgen las constituciones políticas, procuramos brindar una 
visión de todos los principios que resultan de aplicación en las disciplinas aduaneras 
modernas. 

Notas a ponencia  de Ricardo Xavier Basaldúa

1  Sobre la conformación del Derecho Aduanero en Francia, puede verse: BASALDÚA, 
Ricardo Xavier, Introducción al Derecho Aduanero, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 
1988, reimpresión en 2008, ps. 77 a 92. 

2 BOY, Jean-Claude, L’Administration des Douanes en France sous l’Ancien Régime, 
Association pour l’histoire de l’Administration des douanes, Neuilly-sur-Seine, 1976, 
p. 33.

3 Sobre el principio uno universo iure, puede verse: BERLIRI, Antonio, Principios 

de Derecho tributario, Editorial de Derecho Financiero, Madrid, 1964, vol. I, p. 20; 
CARNELUTTI, Francesco, Metodología del Derecho, UTEHA, México, 1962, ps. 41 a 
43; JARACH, Dino, quien recuerda que “...todo el derecho constituye una unidad....” 
(Finanzas públicas y Derecho tributario, Ed. Cangallo, Buenos Aires, 1983, p. 405); 
RECASÉNS SICHES, Luis, Introducción al Estudio del Derecho, Porrúa, México, 1970, 
ps. 166 y 175; SÁINZ DE BUJANDA, Fernando, Hacienda y Derecho, Instituto de 
Estudios Políticos, Madrid, t. I, 1961, p. 43.

4 GÈNY, François, “Le particularisme du Droit fiscal”, Revue trimestrielle de Droit civil, 
t. XXX, Recueil Sirey, Paris, 1931, ps. 801 y ss.

5 RAY, José Domingo, expresa al respecto: “...continuamos usando el término 
‘autonomía’ porque es tradicional en la ciencia jurídica y somos contrarios a innovar 
en materia terminológica cuando no es estrictamente necesario hacerlo” (Derecho de 

la navegación, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1964, p. 73, nota 88; opinión que reitera 
en la edición de 1992 de esa obra, t. I, p. 100).
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6 Véase, p. ej., RAY, José D., Derecho..., cit., ps. 71 y ss. (1992, t. I, ps. 99 y ss.) Al 
respecto, Enrique R. AFTALIÓN, Fernando GARCÍA OLANO y José VILANOVA expresan: 
“Ateniéndonos a los países pertenecientes a los sistemas jurídicos romanistas e 
iberoamericanos, cabe señalar, como tendencia contemporánea común a todos ellos, 
la de admitir la existencia de un número cada vez mayor de ramas jurídicas, más o 
menos autónomas. En términos un poco esquemáticos, podría relatarse el proceso 
del siguiente modo: en una primera etapa, nos encontramos con que la creciente 
complejidad de las relaciones e intereses interhumanos lleva a los legisladores a 
sancionar regulaciones jurídicas cada vez más especializadas y prolijas, que incluso 
hacen necesario a menudo su consolidación en cuerpos legales. Se trata de una 
indiscutible autonomía legislativa que frecuentemente acarrea también una autonomía 
jurisdiccional”. (...) “En una segunda etapa, la citada diversidad y complejidad 
legislativa trajo naturalmente aparejada una especialización en lo didáctico-docente, 
multiplicándose los manuales y las cátedras aún más allá de las grandes ramas de la 
legislación” (...). “Es una suerte de autonomía didáctica, docente e incluso profesional, 
que puede generalmente defenderse con buenos títulos” (...). “La cuestión delicada 
surge cuando, en un tercer plano —que puede superponerse a los anteriores— se 
trata de establecer cuáles son las relaciones que tienen todas estas nuevas ramas del 
Derecho entre sí o con los troncos de que se han desgajado. Aunque se trata de un 
problema que se plantea con carácter teórico —es la llamada autonomía científica de 
las distintas ramas— innecesario resulta destacar sus alcances prácticos, en cuanto 
las soluciones que se le den influyen en la legislación y la jurisprudencia” (Introducción 

al Derecho, El Ateneo, Buenos Aires, 1960, p. 511, nros. 15 y 16).

7 Un ejemplo de ello es la paulatina conformación de un conjunto de normas destinadas 
a regular las relaciones laborales. Atento a la existencia de ese sistema jurídico, el 
legislador decide dictar un código o una ley general (v.gr., en Argentina, la Ley de 
Contrato de Trabajo) que las agrupe formalmente. 

8 Sobre las diferentes concepciones de “principios” puede verse en la doctrina a ÁVILA, 
Humberto, Teoría de los principios, Marcial Pons, Madrid, 2011. En consecuencia, no 
creemos necesario ahondar aquí el tema de los principios generales del Derecho, 
sobre el cual existe abundante bibliografía de distinguidos autores (Giorgio Del 
Vecchio, Ronald Dworkin, Josef Esser, Robert Alexy, etc.).

 9 DEL VECCHIO, Giorgio, Principios Generales del Derecho, Editorial Ibañez, Bogotá, 
2017, p. 91.

10  CARRIÓ, Genaro R., Principios jurídicos y positivismo jurídico, Abeledo-Perrot, 
Buenos Aires, 1970, p. 52.  
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11 Hemos tratado los principios generales de interpretación del derecho internacional 
público, invocados en la aplicación del Entendimiento para la solución de diferencias 
de la OMC, en nuestra obra La Organización Mundial del Comercio y la regulación del 

comercio internacional, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2ª edición, 2013, ps. 594 a 613.

12 La Convención internacional sobre la simplificación y armonización de los regímenes 
aduaneros, suscrita el 18 de mayo de 1973, en Kyoto, y revisada en 1999 (denominada 
usualmente Convención de Kyoto), en el Anexo general, Capítulo 6 relativo al control 
aduanero, establece en su Norma 1 que: “Todas las mercaderías, comprendidos los 
medios de transporte, introducidas en el territorio aduanero o que salen de éste serán 
sometidas al control de la aduana, puedan o no estar sujetas al pago de derechos y 
tributos a la importación”.

 13 En la Ley General de Aduanas de 1999 de Bolivia, sobre la potestad aduanera para 
el control sobre las mercancías que ingresan o egresan, pueden verse las siguientes 
normas: arts. 1º, 3º y 63. En el Código Aduanero de Argentina, pueden verse los arts. 
17 (decreto 618/97), 112 y 116.

14 En la Ley General de Aduanas de Bolivia, sobre el deber de las aduanas de controlar 
el ingreso y la salida de las mercancías por las fronteras, puertos y aeropuertos del 
país, puede verse el art. 3º. En el Reglamento de la LGA de Bolivia, puede verse el 
art. 296. En el Código Aduanero de Argentina, pueden verse los arts. 17, 23 (decreto 
618/97, art. 20), 112 y 116.

15 En la Ley General de Aduanas de Bolivia, sobre la fijación de vías y rutas autorizadas 
para el ingreso o egreso del territorio aduanero puede verse lo dispuesto en los arts. 
37, inc. j), 60 y 68. En el Código Aduanero de Argentina, puede verse el art. 116.

16 En la Ley General de Aduanas de Bolivia, sobre el deber de los transportistas de 
atenerse a las rutas y vías autorizadas por la Aduana Nacional, puede verse el art. 68. 
En el Código Aduanero de Argentina, pueden verse los arts. 116 y 130. Este deber ya 
había sido establecido en la Ordenanza aduanera de Francia de 1687, Titulo II, art. I.

17 Señala ALBERT que “Cuando la importación tiene lugar por mar, los capitanes de los 
navíos están obligados a presentar a las oficinas de aduana, a título de declaración 
sumaria, su manifiesto (estado general y completo de la carga)” (ALBERT, Jean-Luc, 
Douane et Droit Douanier, Presses Universitaires de France, París, 2013, p. 27). Al 
respecto, puede verse: LGA de Bolivia, arts. 55 y 56; CA de Argentina, arts. 135 y 956, 
inc. c). 

18 Con relación a los principios aduaneros, ALBERT expresa que “...toda mercadería 
que entre en Francia o salga de ella, debe ser presentada y declarada en la aduana 
(y sometida a la tarifa aduanera, llegado el caso)”. Precisa que “...la obligación de 
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declaración es general” y que “...esta declaración debe ser efectuada en la oficina 
aduanera más próxima” (Douane et..., cit., p. 27). 

19 En la Ley General de Aduanas de 1999 de Bolivia, sobre del deber de declarar las 
mercancías puede verse el art. 75, que exige la firma, bajo juramento de que los datos 
incluidos son fieles a la operación aduanera. Asimismo, en el Reglamento de la LGA, 
art. 101. En el Código Aduanero de Argentina, pueden verse los arts. 130, 135, 148, 
153, 160, 224, 225, 234, 235 y concordantes.

20 Este principio se encuentra ya consagrado en la Ordenanza aduanera de Francia 
de 1687 (Título II, art. I)

21 Este deber ya estaba previsto en la Ordenanza aduanera francesa de 1687 (Título II, 
art. IV). En el CA de Argentina la declaración referida a la importación para consumo está 
contemplada en los arts. 234 y 235. En la LGA de Bolivia, art 75 y su Reglamento, art. 101.

22 El principio de inalterabilidad de la declaración aduanera ya había sido consagrado 
en la Ordenanza aduanera de Francia de 1687 (Título II, art. VII). Expresa ALBERT que 
“...las declaraciones no pueden ser modificadas bajo ningún pretexto: la veracidad 
o la falsedad de las declaraciones es juzgada sobre lo que ha sido primitivamente 
declarado ( Douane et..., cit., p. 27). En el CA de Argentina, lo prevé el art. 224. 
En el art. 225 (texto según ley 25.986) se lo ha flexibilizado, contemplándose ciertas 
excepciones en las que se autoriza la rectificación.  En el Reglamento de la LGA de 
Bolivia, puede verse el art. 102. Por otra parte, en la Convención de Kyoto revisada 
en 1999, Anexo General, Cap. 3 relativo a la presentación, inscripción y verificación 
de la declaración de mercaderías, la Norma 3.27 expresa: “La aduana permitirá al 
declarante enmendar una declaración de mercancías ya presentada, a condición de 
que cuando se reciba la solicitud no haya comenzado la verificación de la declaración 
de mercancías ni el reconocimiento de las mercancías”, y continúa: “Norma transitoria 
3.28. La aduana permitirá al declarante enmendar la declaración de mercancías cuando 
una solicitud haya sido recibida luego de comenzada la verificación de la declaración 
de mercancías, si considera válidas las razones esgrimidas por el declarante”. Lo 
cierto es que el antiguo principio de inalterabilidad de la declaración subsiste en las 
legislaciones aduaneras, sin perjuicio de que se contemplen excepciones.   

23 El principio del pago previo ya figura en la Ordenanza aduanera de Francia de 
1687 (Título II, art. XIV). En la LGA de Bolivia, pueden verse los arts. 6 y 8, y en su 
Reglamento los arts. 6 y 114. En el CA de Argentina, puede verse el art. 789.    

24 ALBERT expresa: “Es la fecha de la inscripción regular hecha en la aduana de la 
declaración en detalle la que determina el régimen aplicable (Douane et..., cit., p. 28). 
En la LGA de Bolivia, puede verse el art. 13 y en su Reglamento el art. 6. En el CA de 
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Argentina, puede verse el art. 637, ap. 1, inc. b). Se trata del denominado “momento 
imponible”, que es previo a la configuración del hecho gravado, lo que se impone por 
el pago previo a que la aduana autorice el libramiento de la mercadería.

25 Sobre esta solución legislativa, puede verse en el Código Aduanero de Argentina, 
el art. 872. En la Exposición de Motivos se explica “Se ha mantenido el criterio de 
equiparación de penas, que constituye un principio de antiguo arraigo legislativo en 
el país y en el extranjero (ver por ejemplo, Código de Aduanas de Francia, art. 409), 
en razón de que la modalidad del delito de contrabando, en los casos más usuales, 
no permite la diferenciación entre el delito tentado y consumado, como ocurre con 
los otros delitos comunes. Ello justifica el apartamiento de las reglas del derecho 
penal común”. En la legislación comparada, puede mencionarse, Argelia, Código de 
Aduanas, art. 318; Chile, Ordenanza de Aduanas, art. 184; República Dominicana, 
Ley de Aduanas, art. 168; Francia, Código de Aduanas, art. 409; Italia, Texto Único de 
las disposiciones legislativas en materia aduanera, art. 293.

26 Expresan ALSINA, BARREIRA, BASALDÚA, COTTER MOINE Y VIDAL ALBARRACÍN 
que “El sistema de la previa declaración posibilita el denominado “despacho en 
confianza”, mediante el cual el servicio aduanero autoriza el libramiento a plaza de 
la mercadería sin proceder a la verificación  o verificando sólo una parte de ella, lo 
que permite agilizar los trámites aduaneros, con los sensibles beneficios económicos 
que ello implica. Dado que el sistema del control aduanero se basa en el principio 
de la declaración previa, éste perdería su sentido si la declaración pudiera ser 
irrestrictamente rectificada por quien la efectuó” (ALSINA, Mario A. - BARREIRA, 
Enrique C. - BASALDÚA, Ricardo Xavier - COTTER MOINE, Juan Patricio - VIDAL 
ALBARRACÍN, Héctor Guillermo, Código Aduanero Comentado, 2ª edición actualizada 
por Barreira, Enrique C. - Basaldúa, Ricardo Xavier - Vidal Albarracín, Héctor - Cotter, 
Juan P. Sumcheski, Ana L. y Vidal Albarracín, Guillermo (h), Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 
2011, t. I, p. 439. En el CA de Argentina, puede verse el art. 224. En la LGA de Bolivia, 
el art. 79, y en su Reglamento, el art. 166. 

27 Sobre los antecedentes y objetivos del GATT remitimos a nuestra obra La Organización 

Mundial del Comercio y la regulación del comercio internacional, cit., ps. 12 a 16 
(“Introducción”) y ps. 33 a 37 (“Objetivos”).

28 Hemos analizado los principios emergentes del GATT en La Organización Mundial 

del Comercio y..., cit.,  ps. 59 a 138

29 La República Argentina lo aprobó por ley 27.375.
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